Informacion Legislativa (*)

A cargo de PEDRO DE ELIZALDE Y AYMERICH

I. DERECHO CIVIL

1. Parte Generd

1. ASOCIACIONES ILICITAS. Disolucién por "colaborar con bandas ar-
madas y elementos terroristas,
Ley Orgénica 8/1984, d= 26 de diciembre («B. O. E.» del 3 de enero dc 1985).

Podrd declararse judicialmente la ilicitud, disolucién y clausura de las aso-
ciaciones, sociedades, centros de actividad politica cultural o social, tengan o no
personalidad juridica, cuyos dirigentes o miembros sctivos hayan sido condena-
dos por delitos de terrorismo. Para ello serd preciso que la comisién de los de-
litos haya sido inducida, amparada o encubierta por dichos entes o bien, que se
haya utilizado’ su organizacién, ‘cobertura legal y medios materiales, con su co-
nocimiento.

2. FUNDACIONES. Se' regulan las de interés gallego.
Ley del Parlamento de Galicia, ds 22 ‘de junio de 1983 («B. O. Ex»'de 15
de enero de 1985).

A) Exposicién:
1. Ambito de aplicacién: ‘La Ley se aplica a las fundaciones, constituidas por
personas naturales o juridicas” que destinen y afecten un patrimonio a la redliza-

cién, sin dnimo de lucro, de fines generales de interés gallego y desarrollen sus
funciones en Galicia en beneficio de personas no determinadas individualmente.

2. Constitucién de las fundaciones: Se regula la constitucién por actos «inter
vivoss y «mortis causa», detalldndose el contenido de la carta fundacional y de
los estatutos. ' :

Estas fundaciones habrin de tener una finalidad licita y duradera servir al
interés general de Galicia y ‘beneficiar a personas indeterminadas. El patrimonio
fundacwnal requisito esencial, se integrard por la dotacién inicial y sus incre-
mentos ulteriores.

(*) Comprende las disposiciones publicadas en el «Boletin Oficial del Es-
tado» durante el primer trimestre de 1985.
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La carta fundacional habri de otorgarse en escritura piblica e inscribirse en
el Registro de Fundaciones de la Junta de Galicia, previo su reconocimiento por
ésta. Desde su registracién, la fundacién tendrd personalidad juridica y asumir4
todos los actos realizados anteriormente por los 6rganos de gobierno de la entidad.

3. Régimen de funcionamiento: La direccién de las fundaciones debe co-
rresponder al 6rgano de gobierno establecido por el fundador que ostentars tam-
bién su reptesentacién y podrd delegar facultades en sus miembros.

A la Junta de Galicia cotresponde ejercer el Protectorado sobre estas fun-
daciones.

La Ley regula especialmente cicrtas actuaciones, como:

a) Aceptacién de herencias por las fundaciones, siempre a beneficio de in-
ventario.

b) Repudiacién de herencias, legados y donaciones, que precisan autotiza-
cién del Protectorado, asi como la aceptacién de legados y donaciones con carga.

¢) Percepcién de cantidades de los beneficiarios.

d) Enajenacién de bienes (con obligacién de reinversién del precio).

El 6rgano de gobierno de las fundaciones queda sujeto al régimen de conta-
bilidad qus la Ley establece.

B) . Observaciones:

La atribucién de competencias en materia de fundaciones que hacen los Es-
tatutos de Autonomia en favor de las Comunidades Auténomas plantea la difi-
cultad de determinar cuil es su alcance, ya que es preciso tener en cuenta el
régimen general de competencias sobre el Derecho civil establecido bdsicamente por
el articulo 149, p. 1, n. 8 de la Constitucién.

La cuestién suscita dudas mayores en el caso de Galicia, pues su Estatuto
atribuye competencia exclusiva a la Comunidad sobre «el régimen de las funda-
ciones de interés gallego» (art. 27, n° 26). Esta determinacién de significado im-
preciso, se considera, por el Predmbulo de la Ley resefiada, que encomienda a
la Comunidad gallega competencias mds amplias que las contenidas en otros Esta-
tutos de Autonomia. Tal criterio no resulta convincente. Debe tenetse en cuenta,
a este respecto, que el Derecho autonémico es, por naturaleza, de alcance tetri-
torialmente limitado (por eso el art. 1 de la Ley limita su aplicacién a las
fundaciones que desarrollen sus funciores en Galicia), de modo que el interés
gallego de la fundacién debe entenderse que actiia, cualquiera que sea su signi-
ficado, como factor delimitador del 4mbito competencial auton6mico.

Aparte de ello, y como ocurre en general para las competencias autonémicas
sobre fundaciones, pareceria cotrecto distinguir en la materia los aspectos civi-
les, que podrian regularse por las Comunidades Auténomas sélo en cuanto lo
permitiese el art. 149, p. 1, n° 8 de la Constitucién, y los aspectos administra-
tivos, de posible atribucién a las autonomfas por sus Estatutos en todo caso.

Estos criterios no han sido, sin embargo, aplicados por las Comunidades Auté-
nomas y el Estado tampoco ha planteado la cuestién ante el Tribunal Constitu-
cional.
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3. ISLAS BALEARES. Régimen jurfidico de la Administracién de la Comu-
nidad Auténoma.

Ley del Parlamento balear de 24 de octubre de 1984 («B. O. E» de 1 de
marzo de 1985).

En ejercicio de sus competencias sobre organizacién de sus instituciones de
autogobierno, la Comunidad Auténoma regula su Administracién. La Ley apro-
bada es similar a las vigentes en otras Comunidades, debiendo destacarse los si-
guientes aspectos:

1) Personalidad de la Administracién autondmica:

La Administracién de 1la Comunidad Auténoma de las Islas Baleares, cons-
tituida por érganos integrados jerdrquicamente, actia con personalidad juridica
dnica para el cumplimiento de los fines que le son propios.

2) Publicacién de las Leyes autondmicas:

Corresponde al Presidente de la Comunidad Auténoma promulgar, en nombre
del Rey, las leyes aprobadas por el Parlamento y ordenar su publicacién.

3) Publicacién de las normas reglamentarias:
Para que surtan efectos generales las disposiciones administrativas deberdn pu-

blicarse en el «Butlleti Oficial de la Comunidad Auténoma» y entrarén en vigor
conforme al art. 2.1 del Cddigo civil.

4) Aplicacién del Derecho autonémico:

En materia de competencia exclusiva de la Comunidad Auténoma, el derecho
propio de las Islas Baleares es aplicable en su territorio con preferencia a cual-
quier otro, en los términos del Estatuto de Autonomia.

5) Derecho supletorio: )

En todo lo no regulado por el derecho propio, serd de aplicacién supletoria el
derecho del Estado. Especialmente se considera aplicable con este cardcter la
legislacién estatal sobre régimen juridico del Estado, contratos, bienes, respon-
sabilidad patrimonial, funcionarios y demés aspectos no regulados en esta Ley
mientras no se dicte la legislacién autonémica.

6) Fuentes del Derecho civil especial:

La Ley repite el texto del Estatuto de Autonomfa (art. 47, p. 2), disponiendo
que «en la determinacién de las fuentes del Derecho civil especial de las Islas
Baleares se respetarin las normas que en ¢l mismo se establezcan». El precepto
es evidentemente superfluo en esta Ley y, como ya tuvo ocasién de sefialarse
respecto al Estatuto, su redaccién es confusa.

2. Derecho de obligaciones

4, RESPONSABILIDAD DEL ESTADO. Dafios causados en transporte in-
ternacional.
Ley 52/1984, de 26 de diciembre («B. O. E.», del 3 de enero de 1985).

La presente Ley regula la responsabilidad estatal en los dafios y perjuicios
producidos a medios de transporte extranjeros que se hallen en territorio nacional
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reatizando viajes-de “transporte ‘internacional; y es resultado de la tramitacién
parlamentaria del Real Decrstoley 11/1984, de 18 de julio, cuyo’ contenido re-
produce (véase la fesefia”de este tiltimo en este ANUARIO, XXX, VII-IV,, disposi-
cién nim. 3 de la «Informacién legislativa»).

5. GATALUNA:-Se regulan los-contratos de integracién.
Ley del Parlamento de Catalufia de 28 de noviembre de 1984 («B. O. E.» del
16 de cnero de 1985).

A) Exposicién:

1. Concepto:

El contrato de integracién es un contrato civil por el que una de las partes
(integrador) se obliga a proporcionar ganado, suministros y direccién técnica para
la obtencién .de prodictos pecuarios; v la otra parte (integrado), a facilitar los
espacios, instalaciones y servicios necesarios a cambio de una remuneracién, que
el integrador deberi satisfacer segin la produccién obtenida.

" Cdractéristicas;
No tendrd esta calificacién el contrato en que la remuneracién del integrado
consista en una cantidad fifa, independieiite de la produccidén obtenida.

Serdn -nulos-los: contratos en qus se disponga una participacién del integrado
en las pérdidas -superior -a su participacién en las ganancias.

3. Regulacién:

Los contratos de mtegrac16n se regirdn por los pactos y la costumbre del lugar,
en cuanto no contradigan a normas imperativas, y, supletoriamente, por las nor-
mas dispositivas.

4, - Inscripcién_de los contrates:

Cuando los contratos consten por éscrito, podrin presentarse al Registro ad-
ministrativo especial, que se crea, por cualquiera de las partes.
La inscripcién serd requisito necesatio para gozar de los beneficios que con-

ceda la Genzralidad.
5. Clasificacién: La Ley distingue:
a) Integracién para el engorde de ganado:

Se regula con detalle, sefialindose las obligaciones del integrador y del inte-
grado. ‘

Por este contrato no se transfiere la propiedad del ganado al integrado, que
permanece como dep051tar10 mientras dure el mismo.

El contrato podri comprender m4s de un engorde.

Si parte del ganado perece, el integrador tendrd derecho a percibir las indem-
nizaciones que puedan corresponder, pero el integrado deberd ser compensado en
1a parte correspondiente.

En especial”#l eontrato se” cxtinguird por ‘défuncién o extincién de cualquiera
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de las partes y una vez acabado el engorde en curso. Pero si los sucesores del
premuerto son ganaderos vy colaboradores - de .14 - explotacién, tendrdn derecho a
sucederle en el contrato.

b) Otras variedades de integracién:

Se refieren a la obtencién de crfas u otros productos pecuarios, pudiendo con-
sistit la remuneracién del integrado en una parte de la produccién o del precio
de venta, o en una cantidad por unidad de producto.

B) Observacioncs:

La presente Ley de la Generalidad se configura comid “désarrollo de- las “tra-
diciones instituciones del Derecho civil foral de Catalifia. Concretamente, el
predmbulo del texto fija como precedente de la nueva modalidad conttactual los
contratos de «soccita» o «soccida» y de «conllocr, aludidos por el articulo 339
de la Compilacién catalana, Al igual que éstos, el contratd ‘de integracién se
funda en la colaboracién de las partes para, en-forma cuasi-asociativa, desarrollar
una explotacién pecuaria.

Configurado asi el nuevo contrato, no ofrece dificultad su enczje en las com-
petencias de la Comunidad Auténoma de Catalufia sobre'.el.Derecho :civil, como
desarrollo de sus instituciones peculiares (atts. 9, p. 2 del Estatuto de Autonomia
dz Catalufia y 149, p. 1, n.° 8 de la Constitucién).

6. MEDIDAS Y PESAS. Metrologia. _
Ley 3/1985, de 18 de marzo («B. O. E» del 19).

La presente Ley regula el Sistema Legal de Unidades de Medida, ejercitando
la competencia exclusiva en la matetia atribuida al Estado por la Constitucién
(art. 149, p. 1, nim. 12). El Sistema aplicado es el llamado’- Sistema'- internacio-
nal de Unidades, a cuyas definiciones se remite la Ley, préviendo también la in-
corporacién por el Gobierno de las futuras unidades que adopte la -Conferencia
General de Pesas y Medidas.

Como regla general serd obligatorio el uso de estas unidades en todas las
disposiciones y actuaciones oficiales, operaciones comerciales, transacciones y do-
cumentos privados y actuaciones publicitarias en que se¢ expresen magnitudes fi-
sicas.

El Estado controlard la aplicacién del Sistema, devengindose una tasa por la
prestacién de los servicios de control.

Ademis, la disposicién adicional segunda introduce una prohibicién de expor-
tacién de las pesas, balanzas y demds instrumentos de medida que posean signi-
ficacién histérica o antigiiedad superior a cincuenta afios.’

La nueva Ley deroga expresamente la de Pesas y Madidas de '8 de hoviembre
de 1967 y declara transitoriamente compatible el empleo- de-las unidides autori-
zadas por la Ley d= 8 de julio de 1892.
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II. DERECHO REGISTRAL

7. REGLAMENTO HIPOTECARIO. Se modifican determinados articulos.
Real Decreto 2.388/1984, de 10 de octubre («B. O. E» del 31 de eneto
de 1985).

El Real Decreto 3.215/1982, de 12 de novismbre, llevé a cabo una extensa
reforma del Reglamento Hipotecario, con el fin de acomodar su contenido a las
reformay introducidas en el Cédigo civil en 1981 (véase en estz ANUARIO, XXXVI.I,
disposicién nim. 9 de la «Informacién Legislativa»). Dicha reforma, centrada en
el nuevo régimen sustantivo de Derecho comiin, prescindié en algin precepto
de la atencién debida a los Derechos forales, lo que motivé el requerimiento de
incompetencia planteado por la Generalidad de Catalufia y, en definitiva, la re-
forma que ahora se realiza.

Las modificaciones son limitadas y afectan a los siguientes puntos:

1) Modificacién de los Registros (circunscripcién, capitalidad, denominacién):
La referencia a la Ley (Hipotecaria) se extiende a otras Leyss, con lo que se
comprende a los Estatutos de Autonomia, que disponen la participacién de las
Comunidades Auténomas en estas actuaciones.

2) Circunstancias dz= las inscripciones (art. 51, regla 9.): Constancia del
nombre y apellidos del cdnyuge cuando el acto o contrato que se inscriba afecte
a los derechos presentes o futuros de la sociedad conyugal.

3) Vivienda habitual de la familia: Las normas especiales sobre disposicién
de derechos sobre ella (att. 91, p. 1) o embargo (art. 144, p. 5) sélo se aplicarin
cuando la Ley aplicable exija el copsentimiento de ambos cényuges para dis-
poner (antes se aplicaban cualquiera que fuese el régimen econdmico matrimonial).

4) Hipoteca dotal: Se restablece la vigencia de los arts. 250 a 258 del Re-
glamento, indebidamznte suprimidos, pues la supresién de los preceptos del Co-
digo civil sobre dote no afecta, obviamente, a las normas forales que regulan la
institucién.

ITI. DERECHO MERCANTIL

8. MERCADO HIPOTECARIO. Se dictan medidas para el control y co-
bertura de las emisiones de titulos hipotecarios.

Orden del Ministerio de Economia y Hacienda de 7 de diciembre de 1984
(«B. O. E.» del 12 de enero de 1985).

El mercado hipotecario, regulado por la Ley 2/1981, de 25 de marzo y el
Real Decreto 685/1982 de 17 de marzo, principalmente, ha experimentado un no-
table desarrollo desde su creacién. Esta disposicién incorpora la regulacién de
algunos extremos de su funcionamiento, como son:

1) Emisién de titulos hipotecarios:

Requiere la previa comunicacién al Ministerio de Economia y Hacienda, a
través del Banco de Espaiia, y la informacién periédica al mismo de sus resultados.
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2) Reinversién de los fondos obtenidos:

Cuando los préstamos hipotecarios que cubran las emisiones sean cancelados,
el producto obtenido habri de reinvertirs: en préstamos que cumplan los re
quisitos legales y en el plazo que se fija.

3) Operaciones singulares:

Contempla la Orden la posibilidad excepcional de que las Socizdades de Cré-
dito Hipotecario emitan cédulas y bonos con la cobertura de participaciones hi-
potecarias regulando las emisiones cubiertas por participaciones en operaciones de
crédito sindicadas, y las coberturas precisas para cédulas y bonos de interés va
riable,

4) Sociedades de Crédito Hipotecario:

Podrén abrir oficinas con arreglo a los mismos limites aplicables a las Cajas
de Ahorros.

Por ltimo, la Orden se refiere a las cuentas de Ahorro-Vivienda y a las con-
diciones de los préstamos que habilitan.

9. INDUSTRIAS. Condiciones de los créditos participativos para la recon-
versién industrial.

Orden del Ministerio de Economia y Hacienda de 2 de enero de 1985 («Bo-
letin Oficial del Estado» del 16).

La Ley de Reconversién Industrial (Ley 27/1984, d= 26 de julio; véase su
resefia en este ANuarro XXXVIILIV, y sobre todo la del Real Decreto-Ley
8/1983, de 30 de noviembre, al que sustituyé). Contempla en su articulo 11 la
concesién de créditos o préstamos participativos a las empresas en reconversién.
Esta modalidad de financiacién carece de una regulaci6n general en nuestro de-
recho y la presente disposicién viene a limitar sélo un aspecto de ellas, el tipo
de interés fijo. Ademds sc reserva a este fin una parte del coeficiente de inver-
sién que debe obligatoriamente cubrir la Banca privada.

10. CASTILLA Y LEON. Ordenacién ferial.
Ley de la Comunidad Auténoma de Castilla y Leén de 5 de octubre de 1984
(«B. O. E» del 23 de enero d= 1985).

En ejetcicio de las competencias sobre ferias interiores que le atribuye el Es-
tatuto de Autonomfa (art. 26, p. 11), la Comunidad de Castilla y Ledn apruszba
la Ley de Ordenacién Ferial.

Comienza [a Ley definiendo las ferias comerciales o certdmenes feriales, 4m-
bito de aplicacién de la misma, como: «Manifestaciones de caricter comercial
que tengan por objeto la exposicién de bienes y servicios, sin que pueda realizar-
se Ta venta directa de los productos exhibidos con retirada de metrcancia durante
el periodo de celebracién, sin perjuicio de perfeccionar contratos de compraventa
sin retirada de productos». Para realizar excepcionalmente venta directa se re-
quiere autorizacién especial.

Las ferias podrin organizarse por cualquier entidad y especialmente por las
instituciones feriales. Se configuran éstas como entidades con personalidad juridi-
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ca y sin dnimo d= lucro cuyo objeto es realizar estos certdmenes. Deberdn ins-
cribirse en un Registro administrativo y se regirin por sus estatutos.

La intervencién administrativa en este 4mbito corresponde a la Conserjerfa
de Transportes, Turismo y Comercio de la Comunidad Auténoma, que otorgard
las autorizacion=s, llevari el Registto y velard porque los organizadores cumplan
con las obligaciones que la Ley les impone. El conttol se realizard mediante la
presencia de un delegado de la Administracién en las Instituciones feriales y con
la posibilidad de suspznder la celebracién de los certdmenes. '

Como ocurte con otras normas autondmicas, se advierte en ésta el influjo de
la pionera legislacién catalana, dictada con fecha 5 de marzo de 1984 (Ley de
Ferias Comerciales; véase su reszfia en este ANUARTO, XXXVII-III, disposicién
ndm. 9 de la «Informacién Legislativa»).

11. COOPERATIVAS DE CATALUNA. Se regula el funcionamiento de sus
Secciones de Crédito. ‘

Ley del Parlamento cataldn, de 14 de cnero de 1985 («B. O. E.» del 9 de
febrero). '

La Comunidad Auténoma catalana ya reguld las cooperativas, mediante la
Ley de 9 de marzo de 1983, ejerciendo las competencias que, en la materia, le
asigna su Estatuto de Autonomia (véase en este Anuario, XXXVI-III, disposi-
cién nim. 5 de la Informacién Legislativan). La presente Ley regula las Seccio-
nes de Crédito que pueden constituirse dentro de las cooperativas sujetas a la
legislacién catalana.

Estas Secciones, que no gozan d= personalidad juridica independiente, deberdn
limitar sus operaciones a la propia Cooperativa en que se integran y a los socios
y miembros de su comunidad familiar afectos a la actividad econémica de aquéllos.
Se someten 2 la Ley las entidadss que ejercen sus funciones en el territorio .de
Cataluiia.

El Consejo Ejecutivo de la Generalidad ejercers su autoridad sobre las coo-
perativas y podrd dictar normas sobre su funcionamiento, inversiones, operacio-
nes de préstamo y control de su liquidez.

Se crea un Fondo Cooperativo de Garantia de las Secciones de Crédito, en-
grosado por aportaciones de las Cooperativas y de la Generalidad para asegurar
los depdsitos en las Secciones, reforzar la solvencia y mejorar su funcionamiento.
El Fondo podrd ser dotado de personalidad juridica.

Aunque la Ley no hace referencia a ello, debe tenerse en cusnta que la
competencia estatal sobre las bases de la ordenacién dzl crédito (art. 149, p. 1,
mim. 11 de la Constitucién) ha de incidir sobre las actuaciones de la Generali-
dad sobre las cooperativas.

12. CATALUNA. Se crea el Instituto Cataldn de Finanzas.
Ley del Parlamento catalin de 14 de enero de 1985 («B. O. E» del 9 de
febrero).

Para el ejercicio de las competencias ejecutivas que corresponden a la Ge-
neralidad sobre el sistema financiero (arts. 10, nims. 4 y 12, niim. 6 del Estatuto
dz Autonomia) y para actuar como instrumento de la politica de crédito publico
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de la Generalidad, se crea el Instituto Cataldn de Finanzas; entided auténoma de
caricter financiero, con personalidad juridica propia y capacidad de obrar piblica
y brivada, :

El Instituto actuari con sometimiento a las bases de ordenacién- de la activi-
dad econémica general, del Crédito, y la Banca, y la politica monetaria del Estado.

Se atribuyen a la nueva entidad funciones coordinadoras de las Instituciones
piblicas de crédito dependientes de la Generalidal y de representacién en materias
financieras e informativas.

El Instituto prestard los servicios de Tesoretia a la Generalidad y podrd con-
cederle anticipos de tesoreria en cuantia anual no superior al 12 por 100 de los
gastos anuales presupuestados.

Ademis, actuard como intermediario financiero y como delegado de la Gene-
ralidad para la inspeccidén de entidades de este tipo.

La Ley regula la composicién del Instituto y sus recursos econémicos.

IV. DERECHO PROCESAL

13. POSTULACION PROCESAL. Se regula la comparecencia en juicio de la
Junta d= Comunidades de Castilla-La Mancha.

Ley de las Cortes de Castilla-La Mancha de 29 de diciembre de 1984 («Bo-
letin Oficial del Estado» de 9. de febrero de 1985).

Ante la falta de una regulacién gencral que determine el régimen de postu-
lacién de las Comunidades Autépomas, éstas han comenzado a dictar normas so-
bre la materia, considerando que forma parte de la organizacién de sus institucio-
nes de autogobierno.

La presente Ley considera extensivo a la Comunidad castellano-manchega el
régimen procesal del Estado en cuanto a la comparecencia con direccién unifica-
da, sin necesidad de Procurador, la utilizacién de papel de oficio v la exencidn
de tasas judiciales, asi como sus actuacionss judiciales.

La representacién y defensa en juicio de la Administracién autondémica co-
rresponderd al Gabinete Juridico y a los letrados de su plantilla o habilitados.
El ejercicio de acciones en via jurisdiccional ss= promoverid por el Consejo de
Gobierno.

Por las Cortes de Castilla-La Mancha actuard €] miembro o comisionado que
designen, o bien el letrado al que confieran su representacién.

Como antecedente de esta disposicién, véase la Ley de la Generalidad Valen-
ciana de 29 de junio de 1984, resefiada en este ANuarto, XXXVII-IV, dispo-
sicién nim. 10 de la «Informacién Legislativa».

14. PROCESOS PENALES. Modificacién de la Ley de Enjuiciamiento Cri-
minal.
Ley 6/1985, de 27 de marzo («B. O. E.» del 30).

La reforma de la Ley de Enjuiciamiento Civil por Ley 34/1984, de 6 de
agosto (resefiada en este ANuario, XXXVIII-IV, disposicién nim. 9 de la «In-
formacién Legislativa) ha supuesto una -reformulacién de los motivos del re-
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curso de casacién, que ahora se realiza también en el dmbito procesal penal,
suprimiendo la referencia del articulo 849 nim. 2 de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal al documento auténtico, Este motivo para interponer recurso de casacién
por infraccién de Ley queda redactado asi:

«Cuando haya existido error en la apreciacién de la prueba, basado en docu-
mentos que obren en autos, que demuestren la equivocacidn del juzgador, sin
resultar contradichos por otros elementos probatorioss.

15. GALICIA. Regulacién provisional de los Servicios Juridico-contenciosos
de la Junta de Galicia.

Ley del Parlamento gallego de 26 de junio de 1984 («B. O. E.» de 30 de
marzo de 1985).

A falta d= una disposicién estatal que regule el régimen procesal de las Co-
munidades Auténomas, éstas van abordando esta materia dentro del dmbito de
sus competencias de autoorganizacién, aunque rozando la competencia estatal so-
bre el Derecho Procesal.

La presente Ley expresa tres criterios principales:

12 La competencia del Consejo de Ta Junta de Galicia para ordenar el ejer-
cicio de acciones en via jurisdiccional.

2.0 La representacién y defensa en juicio de la Administracién autonémica
por los letrados de los Servicios Juridico-contenciosos y

30 La aplicacién de las reglas de competencia territorial relativas al Estado
(competencia de los Juzgados de poblacionss donde exista Audiencia) cuando sea
demandada la Junta. Como excepcién, en casos de competencia dispositiva podra
ser demandada en Santiago de Compostela.

V. OTRAS DISPOSICIONES

16. FUNCIONARIOS PUBLICOS. Se regulan sus incompatibilidades.
Ley 53/1984, d= 26 de diciembre («B. O E del 4 de enero de 1985)

Esta Ley regula nuevamente el régimen de incompatibilidades del personal
al servicio de las Administraciones Pudblicas siendo sus aspectos fundamentales
los siguientes:

1) Ambito de aplicacién:

Es muy amplio, comprendiendo al personal civil o militar de la Administra-
cién del Estado, Administraciones de las Comunidades Auténomas y sus Asam-
bleas legislativas», Grganos institucionales, Corporaciones locales y sus organismos,
Entes Publicos Seguridad Social, Entidades de Dersecho Piblico dotadas en mds
del 5 por 10C de su presupuesto por la Administraciones Piblicas, Empresas con
participacién publica mayoritaria, Banco de Espafia e instituciones financieras
publicas

También se incluyen: el petsonal que ds=sempefie funciones piblicas y perciba
sus retribuciones mediante arancel, el personal sujeto al régimen estatutario fun-
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cionarial y el personal al servicio del Tribunal Constitucional, Consejo General
del Poder Judicial, Tribunal de Cuentas, Poder Judicial, Administracién de Jus-
ticia y Consejo de Estado (por la Ley Orgénica 1/1985, de 18 de enero).

2) Desempefio de actividades pablicas:

Como regla general no podrd compatibilizarse el desempefio de dos puestos
de trabajo en el sector piiblico ni percibirse mds de una remuneracién de proce-
dencia piiblica o que resulte de la percepcién de arancel. Igualmente se veda el
ejercicio de cualquier cargo, o profesién, o actividad que pueda impedir o menos-
cabar €l cumplimiento de los deberes o la imparcialidad e independencia.

También se impone la incompatibilidad del desempefio de un puesto de tra-
bajo en el sector pablico con la percepcién de pensiones por jubilacién, retiro
y orfandad (méds amplia que la establecida por la Ley de Presupuestos para 1984).

Sélo se permite una compatibilidad restringida para un segundo puesto o
actividad piblica respecto a funciones docentes, sanitarias y para los puestos que
determine el Consejo de Ministros o los 6rganos de gobierno autondémicos.

Por excepciones sz permite compatibilizar la actividad piblica con la perte-
nencia a Asambleas legislativas autonémicas y Corporaciones locales, asi como el
ejercicio de funciones de investigacién o asesoramiento en ciertas condiciones.

En todo caso la compatibilidad supone una limitacién de las remuneraciones
a percibir,

3) Desempefio de actividades privadas:

Se prohibe el ejercicio de actividades que se relacionen con el puesto publico
desempefiado, especialmente las diversas formas de participacién en empresas con
vinculaciones especiales con la Administtacién.

Ademi4s la compatibilidad serd negada a quienes desempefien las funciones o
puestos que fije el Gobierno y a quisnes ocupen ya dos puestos piblicos. No
podri reconocerse compatibilidad al personal que perciba complementos especi-
ficos ni al retribuido por arancel, salvo para ejercer como profesor universitario
asociado o para las funciones de investigacién o asesoramiento excepcional.

4) Actividades libres:

La Ley sblo exceptiia de su régimen, la administracién del patrimonio familiar,
la direccién o participacién no permanente en seminarios, cursos, Tribunales de
exdmenes, coloquios, congresos, confetencias..., la pertenencia a Juntas rectoras
de Mutualidades o Patronatos y la produccién literaria, artistica, cientifica y
técnica.

La Ley contiene una serie de disposiciones finales, transitorias y adicionales
que regulan el complejo proceso de su entrada en vigor y su incidencia sobre las
sitvaciones de los afectados por ella.

17. PRESTACIONES PERSONALES OBLIGATORIAS. Se regula la Pro-
teccién Civil.
Ley 2/1985, de 21 de enero («B. O. Ex» del 25).

La proteccidén civil tiene por objeto la proteccién fisica de personas y bienes
en casos de grave riesgo colectivo, comprendiendo también las medidas preven-
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tivas de tales situaciones. Asf, se configura como un servicio pablico en el que
participan las Administraciones Publicas y los ciudadanos.

Todos los ciudadanos mayores de edad estardn obligados a colaborar en la
proteccién civil, a requerimiento de las autoridades competentes. Esta obligada
colaboracién es mds intensa para quienes perciban prestaciones por desempleo y
para quienes estdn prestando actividades sustitutorias del servicio militar o son
excedentes de cupo.

En situaciones de emergencia que lo requieran, las autoridades podrin dis-
poner la requisa temporal de bienes necesarios, abondndose la pertinente indem-
nizacién (véase €l art. 120 de la Ley de Expropiacién Forzosa, que ya recoge esta
situacién).

Las actuaciones en esta materia se reflejardn en las distintas modalidades de
plan de proteccién civil, que regulan la Ley.

18. EXTRADICION. Se regula la extradicién pasiva.
Ley 4/1985 de 21 de marzo («B. O. E.» del 26).

La Ley regula las condiciones, procedimientos y efectos d= la extradicién pa-
siva, sustituyendo a la vigente de 26 de diciembre de 1958 e introduciendo en
nuestro Derccho los criterios plasmados en los Convenios internacionales suscritos
por Espaiia.

La extradicién se concederd por el Gobierno, con aplicacién al principio de
reciprocidad y previa resolucién judicial, sélo por hechos sancionados, con las
penas o medidas minimas que se sefialan, por las leyes espafiolas y las del re-
quirente. '

No se concederd la extradicién de espafioles, ni de extranjeros cuando deban
ser juzgados en Espaiia, ni por delitos politicos, entre otras causas enunciadas por
el texto legal.

La Ley regula también los trimites del procedimiento, tanto para conceder o
no la extradicién como para realizarla.

19. GALICIA. Gestién econémica y financiera de la Comunidad Auténoma.
Ley del Parlamento Gallego de 3 de abril de 1984 («B. O. E» de 26 de
marzo de 1985).

Esta Ley, al igual que otras equivalentes promulgadas por las Comunidades
Auténomas, establece el régimen general de la actividad econémico-financiera
autonémica, tomando como mod:lo la Ley General Presupuestaria de 4 de ehero
de 1977, de la que se traslada buena parte de su articulado.

De esta forma, se proclama el principio general de que la Comunidad Auté-
noma gozard de las mismas prerrogativas y trato fiscal que €l Estado, reguldndos:
también las operaciones de endeudamiento y el régimen presupuestario y contable.

Debe destacarse ¢l articulo 1 que establece la prelacién de fuentes en la ma-
teria, de la siguiente forma:

1° La presente ley y demds leyes especiales dictadas por el Parlamento de
Galicia.

2° La Ley Presupuestaria anual de la Comunidad Auténoma.

3° La legislacién general del Estado a qu= se remita la legislacién auto-
némica.
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4° Normas reglamentarias.

5.° Tendrin caricter supletorio las restantes normas juridico-administrativas
y, en su defecto, el Detecho privado, respetando la prelacién d= las normas del
Derecho civil gallego.

Obviamente, la Wltima referencia a las fuentes del D=recho gallego v su pre-
lacién sélo serd aplicable cuando se trate de materias forales.

20. GALICIA. Regulacién de las Cdmaras Agrarias.
Ley del Parlamento gallego de 4 de mayo de 1984 («B. O. E.» de 27 de marzo
de 1985).

La Comunidad Auténoma de Galicia tiene encomendada por su Estatuto de
Autonomia la competencia exclusiva sobre Cdmaras Agrarias (art. 27, nim. 29),
cuyo régimen desarrolla en esta Ley, considerando incluidas tales corporaciones
en el articulo 52 de la Constitucién (organizaciones profesionales que contribu-
yen a la defensa de los intereses scondmicos).

Se configuran las Cdmaras Agrarias como entidades consultivas y profesiona-
les del sector agricola, ganadero y forestal, colaboradora con la Administracién y
prestadora de servicios a sus miembros. Son Corporacionss de Derecho Piblico
dotadas de personalidad juridica y plena capacidad de obrar para cumplir sus
fines. '

Las Cdmaras, segin su 4mbito, podrdn ser locales, comarcales y provinciales,
y desarrollarin funciones administrativas de interés general para las comunidadzs
rurales.

21. ‘GALICIA. Regulacién del Valedor del Pueblo.
Ley del Parlamento gallego de 5 de junio de 1984 («B. O. E» de 30 d=
marzo de 1985).

En desarrollo del artfculo 14 del Estatuto de Autonomia de Galicia, se re-
gula el Valedor del Pueblo, como alto comisionado d=l Patlamento de Galicia
para la defensa, en el dmbito territorial de la Comunidad Auténoma, de los de-
rechos comprendidos en el Titulo I de la Constitucién y el ejercicio d= las de-
mds funciones que la Ley le atribuye.

Esta institucién, como otras semejantes reguladas en otras Comunidades Auté-
nomas, sigue ¢l modelo del Defensor del Pueblo, aunque en el dmbito autonémico.



